
 
 

Bogotá D.C., 7 de mayo de 2024 

 
Honorable Representante 
JULIAN DAVID LOPEZ TENORIO 
Presidente  
Comisión Sexta Cámara de Representantes 
Ciudad 
 

Asunto: Informe de ponencia para segundo debate al proyecto de ley No. 250 de 
2023 Cámara - 069 de 2022 Senado “POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN 
MEDIDAS PARA FOMENTAR EL ACCESO A LA EDUCACION SUPERIOR Y SE 
DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

 

Respetado señor presidente: 

En cumplimiento de la designación realizada por la Mesa Directiva de la Comisión 
Sexta Constitucional de la Cámara de Representantes y de conformidad con las 
disposiciones establecidas en la Ley 5a de 1992, me permito rendir informe de 
ponencia positiva para segundo debate en Cámara, al proyecto de ley No. 250 
de 2023 Cámara - 069 de 2022 Senado “POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN 
MEDIDAS PARA FOMENTAR EL ACCESO A LA EDUCACION SUPERIOR Y SE 
DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

El presente informe de ponencia está compuesto por. 

I.       Trámite de la iniciativa 
II.      Objeto 
III.     Antecedentes. 
IV.     Marco Jurídico 
V.      Impacto fiscal  
VI.     Conflictos de interés. 
VII.    Texto aprobado en primer debate 
VIII.   Proposición. 
IX.     Texto propuesto para segundo debate. 
 

Atentamente,  

 

CIRO ANTONIO RODRÍGUEZ PINZÓN 
Representante a la Cámara 



 
 

 

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE  

PROYECTO DE LEY NO. 250 DE 2023 CÁMARA - 069 DE 2022 SENADO  

“POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN MEDIDAS PARA FOMENTAR EL 

ACCESO A LA EDUCACION SUPERIOR Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES”. 

 

I. TRÁMITE DE LA INICIATIVA  

 

El proyecto de Ley No. 250 de 2023 Cámara - 069 de 2022 Senado “Por medio de 

la cual se adoptan medidas para fomentar el acceso a la educación superior y se 

dictan otras disposiciones.”, fue presentado por el Senador Marcos Daniel Pineda y 

el Representante Wadith Manzur Imbett el 27 de julio 2022 y publicado en la gaceta 

889 de 2022. 

El 09 de agosto de 2022, el proyecto fue enviado a la Comisión Sexta Constitucional 

Permanente del Senado, bajo el radicado PL 069 de 2022 Senado, siendo 

designada como ponente para primer y segundo debate a la Senadora Soledad 

Tamayo Tamayo. El proyecto fue aprobado por la Comisión Sexta del Senado de la 

República el día 27 de septiembre de 2022. Posteriormente, fue aprobado por la 

Plenaria del Senado de la República el 6 de septiembre de 2023, remitido a la 

Cámara de Representantes, y por reparto fue enviado a la Comisión sexta, donde 

la Mesa Directiva me designó como ponente para su primer debate. 

La ponencia para Primer Debate en la Comisión Sexta Constitucional Permanente del 

Honorable Cámara de Representantes fue publicada en la Gaceta 385 de 2024, 

discutida y aprobada en sesión del pasado 17 de abril de 2024, según acta 036 de 

2024.  

 

Finalmente, por decisión de la mesa directiva de esta célula legislativa, se designó 

como ponente para segundo debate, al Representantes a la Cámara Ciro Antonio 

Rodríguez Pinzón, de acuerdo con la nota interna C.S.C.P 3.6. – 263/2014 del 23 

de abril de 2024. 

II. OBJETO 

 

La presente ley tiene por objeto, garantizar el acceso a la educación superior, 

limitando el cobro de algunos de los derechos pecuniarios de inscripción a las 

universidades públicas, para aquellas personas que no cuentan con recursos 



 
económicos para sufragarlos. 

III. ANTECEDENTES  

En Colombia, el acceso a la educación superior ha experimentado mejoras 

significativas en las últimas décadas, sin embargo enfrenta desafíos en términos de 

equidad y calidad.  

 

Colombia cuenta con un sistema diverso de instituciones de educación superior, 

que incluyen universidades públicas y privadas, instituciones técnicas y 

tecnológicas, así como colegios universitarios. Las universidades públicas son 

generalmente financiadas por el Estado, mientras que las privadas dependen en 

gran medida de las matrículas y donaciones. 

 

A pesar de los esfuerzos del gobierno colombiano para mejorar la equidad en el 

acceso a la educación superior, todavía existen disparidades significativas. Las 

áreas rurales y las comunidades marginadas enfrentan desafíos adicionales en 

términos de acceso y permanencia en un programa de educación superior de 

calidad. 

 

Es por ello que, la iniciativa parlamentaria, que contiene una serie de medidas que 

permitan garantizar el acceso a la educación superior por parte de grupos en 

situación de pobreza; propendiendo por la eliminación del cobro de derechos 

pecuniarios de inscripción en las universidades de educación superior públicas para 

las poblaciones que no puedan sufragarlos.  

 

El precio de los pines universitarios, parece ser un tema de poca importancia, pero 

puede llegar a impactar el ingreso mensual de los hogares mas pobres en el país. 

De acuerdo con la información suministrada, encontramos que el promedio de pines 

universitarios en el país oscila en 100.000 pesos colombianos. Al respecto debe 

tenerse en cuenta que el 70%de la población colombiana sigue viviendo con menos 

de un salario mínimo al mes. De acuerdo a la cifra del DANE para el 2021 el 39,30% 

de los habitantes vivía en situación de pobreza monetaria, es decir, con menos de 

$354.031 en promedio cada mes. Esto implica que el cobro del pin puede 

representar hasta el 30% de los ingresos corrientes mensuales del padre de familia 

o del estudiante.  



 

 
 

 

 

Al respecto, es fundamental tener en cuenta el fallo de la Corte Constitucional en 

sentencia 

C-654 de 2007 en el cual se analiza la exequibilidad de algunos apartes del artículo 

122 de 

la ley 30 de 1992, con relación al pago de derechos pecuniarios. Dentro de las 

consideraciones tenidas en cuenta por la corte se tiene en cuenta lo dispuesto en el 

artículo 

67 constitucional en el que se menciona que “la educación será gratuita en las 

instituciones  

del Estado, sin perjuicio del cobro de derechos académicos a quienes puedan 

sufragarlos”. 

De ahí que de acuerdo al análisis realizado por la Corte Constitucional la intención 

del constituyente era consagrar la regla general de educación gratuita en todos los 

establecimientos públicos, aunque autoriza que aquellas personas que tengan 

capacidad económica puedan sufragarlos. En ese orden de ideas establece es claro 

que la regla general es la gratuidad a favor de las personas que no pueden asumir 

este costo. 

 

Asimismo, en diferentes instrumentos internacionales se consagra la obligación de 

acceso gratuito a la educación universitaria estatal. Tal es el caso del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales (Aprobado por 



 
Colombia por medio de la Ley 74 del 26 de diciembre de 1968) en su artículo 13, 

numeral 2°, literal c) dispone que: “La enseñanza superior debe hacerse igualmente 

accesible a todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios 

sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza 

gratuita.”  

 

Ahora bien, si se contrastan los datos suministrados en el gráfico 2 con relación al 

número de estudiantes que pagan el PIN- con la del gráfico 3 (número de inscritos), 

es evidente que 

a pesar del gran número de estudiantes que pagan el PIN pocos realmente logran 

ingresar 

al programa de educación superior. Al respecto se menciona en la motivación de 

acuerdo a las cifras “en todas Universidades objeto de análisis la relación entre 

estudiantes admitidos se encuentra por debajo del 20% de los estudiantes inscritos, 

cifras realmente alarmantes”. 

 

Si bien, la iniciativa no necesariamente amplia los cupos de las universidades 

públicas si elimina obstáculos de carácter económico en poblaciones en condición 

de vulnerabilidad económica en el acceso a educación superior. En muchos casos 

estos estudiantes podrán 

presentarse a más de un programa de su preferencia, a varias universidades 

públicas al mismo tiempo, teniendo más probabilidades de acceder a un cupo en el 

sistema de educación pública. 

       
 



 

 
La iniciativa utiliza el SISBEN para establecer cuál es la situación económica del 

estudiante con la finalidad de determinar si se encuentra en capacidad de realizar o 

no el pago de derechos de inscripción para el pago del examen de admisión. En ese 

sentido, se encuentra que de acuerdo a la metodología vigente de SISBEN IV, la 

población potencial del proyecto se centraría en las categorías de pobreza extrema, 

pobreza moderada y población vulnerable, en la actualidad categorías A, B y C. No 

obstante teniendo en cuenta que la ley debe exponer un marco general que atienda 

a los cambios propios del ajuste de la metodología del SISBEN en el tiempo se 

sugiere establecer en el articulado de acuerdo a la metodología vigente para este 

tipo de poblaciones (pobreza extrema, pobreza moderada,  

 

población vulnerable) Al respecto se tiene que en el Sisbén IV existen cuatro 

grupos2: Grupo A: pobreza extrema (población con menor capacidad de generación 

de ingresos) Grupo B: pobreza moderada (población con mayor capacidad de 

generar ingresos que los del grupo A) Grupo C: vulnerable (población en riesgo de 

caer en pobreza) Grupo D: población no pobre, no vulnerable. Cada grupo está 

compuesto por subgrupos, identificados por una letra y un número que permiten 

clasificar más detalladamente a las personas: Grupo A: conformado por 5 subgrupos 

(desde A1 hasta A5) Grupo B: conformado por 7 subgrupos (desde B1 hasta B7) 

Grupo C: conformado por 18 subgrupos (desde C1 hasta C18) Grupo D: conformado 

por 21 subgrupos (desde D1 hasta D21). 

 



 

 
 

De igual manera, se adjunta tabla citada por el autor de la iniciativa, obtenida como 

respuesta a petición que fue realizada ante el Departamento Nacional de Planeación 

con número de radicado 20223100455121, en la cual se discriminan los potenciales 

beneficios de la iniciativa. 

 

 



 

 
 

 

La Autonomía Universitaria no es ilimitada. 

 

En las disertaciones constitucionales ha quedado sentado que, tratándose de los 

entes de educación superior, la fijación de derechos académicos corresponde al 

ámbito de la autonomía que les da la Constitución (art 69), que los faculta, entre 

otros aspectos importantes, para expedir libremente sus propios estatutos y adoptar 

su régimen interno, determinando al efecto las obligaciones surgidas entre 

educadores y educandos. 

 

Sin embargo, es importante destacar que la jurisprudencia constitucional también 

ha precisado, que dicha autonomía no es absoluta, tiene limitaciones fundadas en 

el marco del estado social de derecho y de los derechos fundamentales protegidos, 



 
en especial de aquellos que aspiran a ingresar al respectivo claustro universitario, 

“sino porque el  

 

 

legislador regula su actuación y está facultado constitucionalmente para establecer 

las condiciones para la creación y gestión de dichos entes educativos (art, 68 C.P.), 

para dictar  

 

las disposiciones con arreglo a las cuales se darán sus directivas y sus estatutos 

(art. 69 C.P.) y para dictar su régimen especial”. 

 

IV. MARCO JURIDICO NACIONAL  

 

Constitución Política. Artículo 67: La educación es un derecho de la persona y 

un servicio público que tiene una función social; con ella se busca el acceso al 

conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. 

La educación formará al colombiano en el respeto a los derechos humanos, a la paz 

y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, para el mejoramiento 

cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente. El Estado, la 

sociedad y la familia son responsables de la educación, que será obligatoria entre 

los cinco y los quince años de edad y que comprenderá como mínimo, un año de 

preescolar y nueve de educación básica. La educación será gratuita en las 

instituciones del Estado, sin perjuicio del cobro de derechos académicos a quienes 

puedan sufragarlos. 

 

Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la 

educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por 

la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos; garantizar el 

adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las condiciones 

necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo. La Nación y las 

entidades territoriales participarán en la dirección, financiación y administración de 

los servicios educativos estatales, en los términos que señalen la Constitución y la 

ley.  

 

Ley 30 de 1992 “por la cual se organiza el servicio público de educación superior”, 

en el artículo 122 desarrolla lo concerniente a los derechos pecuniarios que pueden 

exigir las instituciones de educación superior, entre los que se encuentran los 

derechos de inscripción.  

 



 
Sentencia C-654 de 2007- MAGISTRADO PONENTE: Dr. NILSON PINILLA 

PINILLA.  

 

En la cual la corte analiza la exequibilidad del articulo 122 de la ley 30 de 1992, en 

la cual establece con relación a la autonomía de las universidades que: Tratándose 

de entes de educación superior, la Corte entiende que la fijación de derechos 

académicos corresponde al ámbito de autonomía que les reconoce la Carta Política 

(art. 69 Const.), que los faculta, entre otros aspectos importantes, para expedir 

libremente sus propios estatutos y adoptar su régimen interno, determinando al 

efecto las obligaciones surgidas entre educadores y educandos. Autonomía que, 

como lo ha precisado la jurisprudencia, es relativa. Valga observar que, dentro de 

la autonomía instituida y como tales recursos permiten que las universidades 

puedan financiar el servicio educativo y así alcanzar sus objetivos propuestos, el 

Estado no puede inmiscuirse en su manejo. En suma, no es cierto que esté 

prohibido constitucionalmente a las universidades el cobro de derechos 

académicos, ni que  

 

éstos deban ser gratuitos, pues la Carta permite que aún en el sector público se 

pueda exigir pago, pero solamente a quienes tienen capacidad económica.  

 

Agenda de ODS 4. EDUCACIÓN DE CALIDAD: Este objetivo busca “garantizar 

una educación inclusiva, equitativa y de calidad y promover oportunidades de 

aprendizaje durante toda la vida para todos”. En el cual se destacan las siguientes 

dos metas:  

 

● 4.4 Para 2030, aumentar sustancialmente el número de jóvenes y adultos que 

tienen las competencias necesarias, en particular técnicas y profesionales, para 

acceder al empleo, el trabajo decente y el emprendimiento ● 4.5 Para 2030, eliminar 

las disparidades de género en la educación y garantizar el acceso en condiciones 

de igualdad de las personas vulnerables, incluidas las personas con discapacidad, 

los pueblos indígenas y los niños en situaciones de vulnerabilidad, a todos los 

niveles de la enseñanza y la formación profesional. 

 

V. IMPACTO FISCAL  

De conformidad con lo que establece el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, el 

presente proyecto de ley no genera impacto fiscal, toda vez que su implementación 

no demanda recursos diferentes a los que están contemplados en los distintos 

presupuestos de las entidades responsables, como quiera que se trata de articular 

instrumentos de gestión pública.  



 
 

VI. CONFLICTO DE INTERÉS 

Teniendo en cuenta el artículo 3 de la Ley 2003 de 2019, “Por la cual se modifica 

parcialmente la Ley 5 de 1992”, y de conformidad con el artículo 286 de la Ley 5 de 

1992, modificado por el artículo 1 de la Ley 2003 de 2019, el cual establece que:  

“Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los congresistas. Todos los 

congresistas deberán declarar los conflictos de intereses que pudieran surgir en el 

ejercicio de sus funciones. Se entiende como conflicto de interés una situación 

donde la discusión o votación de un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, 

pueda resultar en un beneficio particular, actual y directo a favor del congresista. 

 a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea 

indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las 

que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten 

investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se 

encuentre formalmente vinculado.  

 

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias 

presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión.  

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del 

congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes 

dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.  

(…)”  

Igualmente, El Consejo de Estado en su sentencia 02830 del 16 de julio de 2019, 

determinó:  

“No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en comento, pues se 

sabe que sólo lo será aquél del que se pueda predicar que es directo, esto es, que 

per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre su fuente en el asunto 

que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo sea específico o 

personal, bien para el congresista o quienes se encuentren relacionados con él; y 

actual o inmediato, que concurra para el momento en que ocurrió la participación o 

votación del congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros o 

imprevisibles…”. 

Bajo este marco, se considera que la discusión y aprobación del presente Proyecto 

de Ley, a pesar de su carácter general y de interés común en la materia que trata, 



 
podría por ejemplo crear conflictos de interés en tanto al congresista o pariente 

dentro de los grados de ley respectivos que sean propietarios o beneficiarios reales 

de sociedades que operen o construyan redes de telecomunicaciones o TICs. En 

todo caso, es importante subrayar que la descripción de los posibles conflictos de 

interés que se puedan presentar frente al trámite o votación de la iniciativa, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 291 de la Ley 5 de 1992 modificado por la Ley 

2003 de 2019, no exime al Congresista de identificar causales adicionales en las 

que pueda estar inmerso. 

VII. TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE 

Proyecto de Ley No. 250 de 2023 Cámara - 069 de 2022 Senado “Por medio 

de la cual se adoptan medidas para fomentar el acceso a la educación 

superior y se dictan otras disposiciones” 

 

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene como objetivo principal promover el acceso 

a la educación superior, otorgando la gratuidad del derecho de inscripción a las 

instituciones de educación superior públicas para quienes no puedan asumir su 

costo dada su situación de pobreza. 

 

Artículo 2°. De la progresividad. 

A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, el Gobierno Nacional 

garantizará de manera gradual, la financiación necesaria para asegurar la gratuidad 

en el valor de los  

 

derechos de inscripción de los jóvenes colombianos que se inscriban para cursar 

un programa de pregrado en una de las instituciones de educación superior 

públicas,  

 

priorizando los pertenecientes a los grupos poblacionales más vulnerables de 

acuerdo con la focalización socioeconómica Sisbén IV o el instrumento que haga 

sus veces definido por el Departamento de Planeación Nacional. 

 

Parágrafo. El joven que obtenga el beneficio tendrá derecho a que le sean 

reconocidos hasta tres (3) derechos de inscripción, los cuales podrá utilizar en forma 

simultánea o en cualquier momento, en todo caso sin superar el tope establecido. 

 

Una vez el joven se encuentre matriculado en un programa académico no podrá 

recibir el beneficio nuevamente. 

 



 
ARTÌCULO 3°. Financiación. El pago de los derechos de inscripción se realizará 

de acuerdo con la disponibilidad presupuestal, el Marco Fiscal de Mediano Plazo y 

el Marco de Gasto de Mediano Plazo del Gobierno Nacional. 

Los recursos de financiación de la presente ley estarán a cargo del Presupuesto 

General de la Nación. 

Parágrafo 1. En ningún caso lo aquí dispuesto podrá afectar los presupuestos 

anuales, ni las transferencias que por ley se realizan a las instituciones de educación 

superior y su financiación será exclusivamente proveniente de recursos adicionales 

dispuestos por el Gobierno Nacional para dar cumplimiento a esta Ley. 

 

Parágrafo 2.  Los municipios, distritos y departamentos quedan facultados para 

disponer recursos o cofinanciar el pago de los derechos de inscripción de la 

población objeto de la iniciativa, según lo disponga cada ente territorial. 

 

Artículo 4º.  Reglamentación. El Gobierno Nacional reglamentará la presente ley 

en un plazo no superior de seis (6) meses a partir de su expedición. 

Artículo 5. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y 

deroga las demás disposiciones que le sean contrarias. 

 

VIII. PROPOSICIÓN 

En virtud de las consideraciones anteriormente expuestas, solicito a los miembros 

de la Honorable Cámara de Representantes dar segundo debate al Proyecto de Ley 

No. 250 de 2023 Cámara - 069 de 2022 Senado “Por medio de la cual se adoptan 

medidas para fomentar el acceso a la educación superior y se dictan otras 

disposiciones”, conforme al texto que se propone a continuación. 

 

 

Atentamente, 

 

CIRO ANTONIO RODRÍGUEZ PINZÓN 

Representante a la Cámara 

Ponente 



 
 

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE 

Proyecto de Ley No. 250 de 2023 Cámara - 069 de 2022 Senado “Por medio 

de la cual se adoptan medidas para fomentar el acceso a la educación 

superior y se dictan otras disposiciones” 

 

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene como objetivo principal promover el acceso 

a la educación superior, otorgando la gratuidad del derecho de inscripción a las 

instituciones de educación superior públicas para quienes no puedan asumir su 

costo dada su situación de pobreza. 

 

Artículo 2°. De la progresividad. A partir de la entrada en vigencia de la presente 

ley, el Gobierno Nacional garantizará de manera gradual, la financiación necesaria 

para asegurar la gratuidad en el valor de los derechos de inscripción de los jóvenes 

colombianos que se inscriban para cursar un programa de pregrado en una de las 

instituciones de educación superior públicas, priorizando los pertenecientes a los 

grupos poblacionales más vulnerables de acuerdo con la focalización 

socioeconómica Sisbén IV o el instrumento que haga sus veces definido por el 

Departamento de Planeación Nacional. 

 

Parágrafo. El joven que obtenga el beneficio tendrá derecho a que le sean 

reconocidos hasta tres (3) derechos de inscripción, los cuales podrá utilizar en forma 

simultánea o en cualquier momento, en todo caso sin superar el tope establecido. 

 

Una vez el joven se encuentre matriculado en un programa académico no podrá 

recibir el beneficio nuevamente. 

 

ARTÌCULO 3°. Financiación. El pago de los derechos de inscripción se realizará 

de acuerdo con la disponibilidad presupuestal, el Marco Fiscal de Mediano Plazo y 

el Marco de Gasto de Mediano Plazo del Gobierno Nacional. 

Los recursos de financiación de la presente ley estarán a cargo del Presupuesto 

General de la Nación. 

Parágrafo 1. En ningún caso lo aquí dispuesto podrá afectar los presupuestos 

anuales, ni las transferencias que por ley se realizan a las instituciones de educación 

superior y su financiación será exclusivamente proveniente de recursos adicionales 

dispuestos por el Gobierno Nacional para dar cumplimiento a esta Ley. 

 



 
 

Parágrafo 2.  Los municipios, distritos y departamentos quedan facultados para 

disponer recursos o cofinanciar el pago de los derechos de inscripción de la 

población objeto de la iniciativa, según lo disponga cada ente territorial. 

 

Artículo 4º.  Reglamentación. El Gobierno Nacional reglamentará la presente ley 

en un plazo no superior de seis (6) meses a partir de su expedición. 

 

Artículo 5. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y 

deroga las demás disposiciones que le sean contrarias. 

 

 

 

 

CIRO ANTONIO RODRÍGUEZ PINZÓN 

Representante a la Cámara 

Ponente 

 

 


